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1. Alcance de la libertad de enseñanza: ¿Derecho a la 
elección de centro? ¿Derecho al ideario? 
 

En mi opinión los dos grandes retos y desafíos de la libertad de enseñanza 
a los que se enfrenta  el  sistema educativo en España tienen que ver con 
la libertad de elección de centro y con el derecho a establecer el ideario 
propio del centro.  
 
Estamos en unas circunstancias en  que se plantea una revisión o nueva 
interpretación del art 27 de nuestra Constitución para determinar el 
alcance del haz de derechos y obligaciones que se desprenden de su 
articulado. 

 
¿La libertad de enseñanza abarca la libertad de cátedra y libertad de 
creación de centros o incluye también la libertad de elección de centro? 
 
Algunos argumentan que no está  expresamente formulada en el art 27 y 
hay controversia en la Doctrina como luego veremos.  
 
Por otra parte desde planteamientos de política educativa hay posturas 
enfrentadas precisamente en este punto. El equilibro de las redes: se 
plantea la planificación y programación de la enseñanza por parte de los 
poderes públicos como prioridad frente a la demanda social. 

 
2. Planificación, programación Vs demanda social, elección. 

 
Se argumenta dese la equidad y como medio para combatir la segregación 
y discriminación que, se afirma,  origina la capacidad de elección. Para ello 
se da prioridad de la red pública y se posiciona a la red concertada como 
subsidiaria de aquella.  
 
Se plantea una modificación del art 109 de la LOMCE para eliminar las 
referencias que hace a la demanda social como uno de los criterios a tener 
en cuenta en la programación de la oferta de plazas. 
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Artículo 109. Programación de la red de centros.  
 

 1.  En la programación de la oferta de plazas, las Administraciones 
educativas armonizarán las exigencias derivadas de la obligación que 
tienen los poderes públicos de garantizar el derecho de todos a la 
educación y los derechos individuales de alumnos y alumnas, 
padres, madres y tutores legales.  

 
2. Las Administraciones educativas programarán la oferta educativa 
de las enseñanzas que en esta Ley se declaran gratuitas, teniendo en 
cuenta la programación general de la enseñanza, las consignaciones 
presupuestarias existentes y el principio de economía y eficiencia en 
el uso de los recursos públicos y, como garantía de la calidad de la 
enseñanza, una adecuada y equilibrada escolarización de los alumnos 
y alumnas con necesidad específica de apoyo educativo, tomando en 
consideración la oferta existente de centros públicos y privados 
concertados y la demanda social. Asimismo, las Administraciones 
educativas garantizarán la existencia de plazas suficientes 

 
 

Por otra parte,  en lo que respecta a la libertad del titular del centro 
educativo  y su derecho de dirección, existe el riesgo de  invasión de 
algunos  contenidos curriculares en contra del ideario y proyecto de 
centro. 

 

3. Frente a los desafíos que acabamos de señalar   vamos a proponer 
y justificar la siguiente afirmación. 
 

La visión de la educación como derecho humano fundamental y su 
dimensión esencial de libertad deben llevar aparejadas la posibilidad de 
que exista en los sistemas educativos una variedad y pluralidad de 
centros que respondan a la libre elección de las familias, como 
establecen los tratados internacionales y nuestra Constitución. 
 
Para ello vamos a  centrar nuestra argumentación en dos aspectos: 
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1. El fundamento de la libertad de enseñanza desde la consideración de lo 
que significa la tarea de educar. La educación como derecho humano 
fundamental. 
 
La educación, como proceso por el que el hombre llega a ser lo que es -
como decían los antiguos-, o como lo que humaniza al hombre -según 
afirmaba Kant-, se configura en nuestros días como un derecho humano 
fundamental.  
 
 Así, el art. 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos  
establece que “toda persona tiene derecho a la educación…(que)…tendrá 
por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana”. 
 
Esta solo se puede desarrollar en libertad. La libertad es la característica 
fundamental de la persona humana, condición imprescindible para 
desarrollar sus facultades cognoscitivas y volitivas. Hablar de racionalidad 
es hablar de libertad: por eso el hombre es esencialmente libre. 
 
Por ello, hablar de educación y de libertad viene a ser lo mismo. Sólo se 
puede educar en libertad, tanto en el proceso interior en que consiste la 
educación como en el marco, en los sistemas y modelos en que se plasma. 
Entender así la educación implica que el papel del Estado sea 
principalmente el de garante de ese derecho fundamental de la persona, 
llave de otros derechos. Por tanto, no cabe pensar en un exclusivismo por 
parte del Estado en la organización de la actividad educativa, so pena de 
atentar a las libertades fundamentales de la persona. 
 

2.  El análisis jurídico del art 27 de nuestra Constitución, dentro del propio 
marco constitucional con los diversos anclajes que presenta la educación. 

 

La educación se contempla en nuestra Constitución como un derecho 
humano fundamental, acorde con la concepción de la educación que se 
acaba de comentar.  

 El artículo 27 lo regula estableciendo que todos tienen derecho a la 
educación y, al mismo tiempo, reconociendo la libertad de enseñanza. De 
las dos dimensiones inseparables del derecho, como prestación y como 
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libertad, surgen un haz de facultades, y la obligación y responsabilidad del 
Estado de garantizar ese acceso a la educación en libertad. 

 

“1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de 
enseñanza. 

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres 
para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones  

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, 
mediante una programación general de la enseñanza, con 
participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de 
centros docentes. 

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación 
de centros docentes, dentro del respeto a los principios 
constitucionales.” 

 

Además el art 10.2 de la CE establece que 

 

“las normas relativas a los derechos fundamentales y a las 
libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de 
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España”. 

Es decir, que son fuente para la interpretación de las propias normas 
constitucionales, señalan la mente conforme a la cual hay que leer y 
aplicar textos constitucionales tan fundamentales en la configuración del 
derecho a la educación como es el art. 27. 

 

1.1 Tratados internacionales 
 

Declaración de los Derechos Humanos de 1945 artículo 26. 
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“1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe 
ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y 
fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La 
instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el 
acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de 
los méritos respectivos. 
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la 
personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de 
las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la 
paz. 
3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de 
educación que habrá de darse a sus hijos.” 

  
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art 
13.3  

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar 
la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de 
escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por 
las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas 
mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, 
y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o 
moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, art 18  
 

“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de con-
ciencia y de religión; este derecho incluye (...) la libertad de 
manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, 
tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración 
de los ritos, las prácticas y la enseñanza. (…). 4. Los Estados Partes en 
el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres 
(...) para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y 
moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones”. 
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Carta de los Derecho Fundamentales de la Unión Europea  artículo 14 

           1. Toda persona tiene derecho a la educación y al acceso a la 
formación profesional y permanente. 

           2. Este derecho incluye la facultad de recibir gratuitamente la 
enseñanza obligatoria. 

           3. Se respetan, de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su 
ejercicio, la libertad de creación de centros docentes dentro del 
respeto a los principios democráticos, así como el derecho de los 
padres a garantizar la educación y la enseñanza de sus hijos 
conforme a sus convicciones religiosas, filosóficas y pedagógicas. 

 
 
En definitiva, en las normas internacionales que acabamos de examinar se 
identifican  las dos dimensiones básicas de este derecho fundamental. Por 
un lado, su dimensión de derecho-deber de prestación, que determina la 
obligación del Estado de garantizar el acceso a la educación, con diferente 
intensidad según sea primaria, secundaria o superior. Y, por otro, su 
dimensión de derecho de libertad formulada en todos los tratados 
internacionales y que reconoce la libertad de los padres de escoger el tipo 
de educación para sus hijos según sus convicciones. Alrededor de estos 
dos polos  giran las declaraciones internacionales. No significa que estén 
en tensión, ya que la obligación del Estado de garantizar el acceso 
universal a la educación en condiciones de igualdad y sin discriminación 
no necesariamente tiene que concretarse organizando él mismo la 
prestación del servicio. Muchas veces lo hará facilitando que sea la misma 
sociedad, sus instituciones y los propios padres, quienes de forma 
institucionalizada organicen  el servicio educativo. 
 

1.2 Diversas interpretaciones y lecturas 
 

Algunos entienden la libertad de enseñanza como un “supra concepto que 
cubre tanto a la libertad de creación de centros docentes como a la 
libertad de cátedra” pero que de ninguna manera podría decirse que el 
derecho de los padres a escoger una enseñanza religiosa, o elegir centro 
educativo, podría ser parte de la libertad de enseñanza. 
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Para otros, la dimensión libertad forma parte inseparable del derecho a la 
educación y, por lo tanto, este solamente puede ser ejercido en libertad, 
siendo garante el Estado de que se pueda acceder a la educación en 
libertad. 
 
Aunque la Constitución no lo mencione incluye asimismo el derecho a 
elegir centros distintos de los creados por los poderes públicos, lo que 
presupone la libertad de creación de los mismos. Esta afirmación 
encuentra su fundamento en los tratados internacionales analizados 
anteriormente y en la medida en que son fuente de interpretación de la 
Constitución, art 10,2. 

 
1.3 Jurisprudencia 

 
El Tribunal Constitucional, en su sentencia 86/1985 de 10 de julio, FJ 3, 
manifiesta que el derecho a la educación incorpora un “contenido 
primario de libertad” y, junto a él, “una dimensión prestacional, en cuya 
virtud los poderes públicos habrán de procurar la efectividad de tal 
derecho”. 
 
El TC, en sentencia de 13 de febrero de 1981 (recurso contra la LOECE), 
dejó bien claro que el derecho a dotar al centro de un ideario forma parte 
del derecho a la creación de centros. 
 
Para el TC, “no hay dificultad alguna en admitir que el derecho de todos a 
la educación, en cuanto derecho de libertad…comprende la facultad de 
elegir centro docente, incluyendo prima facie la de escoger un centro 
distinto de los creados por los poderes públicos” (ATC 382/1996, FJ4º). 
 
STC 5/1981, FJ 8º cuando afirma que el derecho de los padres del citado 
art. 27. 3 a elegir la formación religiosa y moral de sus hijos, es distinto del 
derecho de elección de centro que enuncia el art. 13 del PIDESC; uno y 
otro, sin embargo, se encuentran estrechamente vinculados; y así, dice el 
Tribunal, “es obvio que la elección de centro docente sea un modo de 
elegir una determinada formación religiosa y moral”. 
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   4. Derecho a la educación en libertad 
 
Llegamos así  a la justificación de que la dimensión libertad forma parte 
inseparable del derecho a la educación y, por lo tanto, este solamente 
puede ser ejercido en libertad, siendo garante el Estado de que se pueda 
acceder a la educación en libertad. 
 
Dimensión de libertad que a su vez ha de armonizarse con el carácter 
prestacional del derecho a la educación como derecho social. 
 
Pero ser garante de ese derecho fundamental, dado el interés general que 
suscita y la protección que supone, justifica plenamente una actitud 
reguladora que salvaguarde el derecho a la educación como libre acceso y 
en igualdad de oportunidades. De ahí la importancia que tiene el papel del 
Estado en la educación, en la medida en que garantiza la actividad 
educativa por la profunda repercusión que tiene esta en el desarrollo de la 
persona y la sociedad. 
 
Desarrollarse como persona de una manera plena va más allá de un mero 
aprendizaje, pues debe atender a todas las facetas de la personalidad. La 
dimensión social de la persona, constitutiva de su esencia, está presente 
en la educación, pues, al desarrollar a la persona, lo hace también en su 
sociabilidad. La centralidad, por tanto, corresponde a la persona, sujeto 
del derecho fundamental a la educación. El Estado aparece al servicio de 
la sociedad y de la persona, como garante del orden social y de los 
derechos básicos y fundamentales. El principio de subsidiariedad, en su 
concepción más amplia, subordina la acción del Estado y la sociedad a la 
persona y a su perfeccionamiento, entre otros medios, a través de la 
educación. 
 
En consecuencia con todo lo anterior la formulación Derecho a la 
educación en libertad nos lleva a compendiar en estos tres puntos la 
extensión de la libertad de enseñanza: 
 

a. Libertad del educando para elegir la educación que desee. En 
función de la edad, los padres y tutores actúan en nombre del 
educando. 
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b. Libertad al educar, al enseñar. La llamada libertad de cátedra 
ejercida siempre en función de la persona que se educa. 
 

c.  Libertad de crear y dirigir centros educativos. La facultad asignada a 
la personas físicas y jurídicas recogida expresamente en el art. 27,6º 
de nuestra Constitución y que permite una real -y no meramente 
teórica libertad escolar. Si no existiesen de hecho diversidad de 
proyectos que respondiesen a diferentes opciones que se dan en 
nuestra sociedad plural, no se podría escoger. 
 

 
5. Conclusiones finales 

 
1. La libertad como contenido esencial del Derecho a la educación. El 

Estado debe ser garante de su ejercicio. 
 

2. Ser garante del ejercicio le exige garantizar el derecho a la 
educación en un contexto social no siempre solidario y abierto a las 
necesidades de todos los ciudadanos.  

 
3.  El Estado debe respetar el derecho que asiste a los padres a que sus 

hijos reciban una educación conforma a sus convicciones religiosas 
y morales.  

 
4. En consecuencia no puede invadir con currículos ideologizados que 

pretendan imponer una determinada visión de la persona más allá 
de los principios constitucionales y los valores de nuestro 
ordenamiento. 

 
5. De la misma manera, la libertad de creación de centros y por tanto 

de dirección y establecimiento de ideario y proyectos educativos – 
dentro del respeto al orden público- debe ser preservada. El Estado 
no puede imponer contenidos que contradigan los legítimos 
idearios y proyectos de centro. 

 

6. La financiación de la educación ha de permitir el ejercicio de la 
libertad de elección dentro de los recursos disponibles. 
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7. Superar la planificación rígida que impone la prioridad de una 

determinada red educativa en aras de una mal entendida equidad o 
igualdad. 
 

8. Alertar sobre la invocación de  la segregación  para plantear 
modelos únicos como señal de igualdad de oportunidades y equidad 
ya que  marginan la posición de la familia y del propio educando, 
sujeto del derecho a la educación 
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